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Introducción 
Durante los últimos años se ha dado una discusión téc-
nica y política respecto del régimen de gobierno interior, 
con demandas de diversos actores por avanzar hacia un 
sistema más descentralizado que reconozca una mayor 
autonomía en los distintos niveles de gobierno subnacio-
nal. Asimismo, el debate ha buscado que se determine 
con claridad el papel que deben cumplir los gobiernos 
regionales y municipales, y que les entregue a estos las 
atribuciones necesarias para cumplirlo, junto con la de-
bida rendición de cuentas.

Estas demandas se basan en el bajo nivel de descentra-
lización existente en Chile -incluso comparado con otros 
países unitarios-, en la desigualdad socioeconómica te-
rritorial existente entre las distintas regiones del país 
(Aninat et al., 2020a), así como en la falta de participa-
ción e identidad en el nivel local. En este contexto, el in-
forme presentado por la Comisión Asesora Presidencial 
de Descentralización y Desarrollo Regional (2014) reco-
mendó priorizar la concreción de avances en descentra-
lización política, administrativa y financiera.

Las autoridades han hecho eco de estos llamados, lo que 
se refleja en importantes modificaciones respecto del 
proceso de descentralización en términos políticos, prin-
cipalmente a través de la elección por votación de los 
gobernadores regionales, y administrativos, a través de 
la incorporación de un mecanismo de transferencia de 
competencias a los gobiernos regionales. A estos cam-
bios constitucionales se suma la actual discusión parla-
mentaria sobre el financiamiento regional1.

Sin embargo, dado que estas modificaciones solo han 
sido recientemente aprobadas y no se encuentran en ré-
gimen2, existe una fuerte incertidumbre sobre los efec-
tos que estas tendrán tanto en términos políticos como 
de gestión (Irarrázaval y Rodríguez, 2018), por lo que 
probablemente el debate continuará.

En particular, es preocupante la falta de claridad sobre 
el rol que ocuparán las dos figuras ejecutivas en el go-
bierno regional (gobernador y delegado presidencial), 

que hace presagiar un traslape de atribuciones cuya 
resolución aún no está definida. Asimismo, esto puede 
llevar a controversias políticas importantes, pues los go-
bernadores regionales serán electos con una importante 
cantidad de votos -al menos un 40% de los emitidos-, 
por lo que contarán con la capacidad de presionar al go-
bierno central y al parlamento en la toma de decisiones.

Por otra parte, la falta de autonomía fiscal de los gobier-
nos regionales también se considera problemática, pues 
impide -al menos en términos prácticos- que estos cuen-
ten con una verdadera capacidad de tomar decisiones, 
pues en materia de gastos su ámbito se concentra prin-
cipalmente en inversiones, muchas de las cuales deben 
ajustarse a los lineamientos de ministerios sectoriales 
del gobierno central, lo que ocurre junto a una práctica-
mente nula incidencia en la generación de sus ingresos.

Considerando lo anterior, se han hecho distintas reco-
mendaciones para alcanzar una política coherente de 
descentralización que efectivamente consiga entregar 
mayor autonomía a las regiones, sin acrecentar el riesgo 
de irresponsabilidad fiscal, corrupción o captura del Es-
tado3, tal como ha ocurrido en experiencias descentrali-
zadoras en otros países.

El actual proceso constituyente presenta una oportuni-
dad para sentar las bases de una organización clara y 
coherente del Estado, que facilite la implementación de 
políticas fortalecedoras del rol de las regiones y de los 
gobiernos locales, buscando materializar sus ventajas, 
pero minimizando sus riesgos.

Reconociendo esto, el Centro de Políticas Públicas UC 
convocó a un equipo interdisciplinario de académicos, 
académicas y expertos a conformar una mesa de tra-
bajo para identificar y discutir los temas que se debie-
ran considerar en la próxima Convención Constituyente 
respecto del régimen de gobierno interior y el proceso 
de descentralización, planteando un marco general para 
abordarlos4. El contenido de ese trabajo se presenta en 
este documento, que busca ofrecer insumos, aclarar 
conceptos y presentar reflexiones y criterios de cara al 
trabajo que realizará la Convención.

1	 Proyecto de ley que fortalece la descentralización financiera de los gobiernos regionales (Boletín 13.815-05) y proyecto para implementar adecuada-
mente el proceso de descentralización del país (Boletín 13.823-06). 

2	 La elección de gobernadores regionales se concretó en el año 2021, mientras el proceso de transferencia de competencias no entrará en vigor de forma 
completa hasta el año 2022.

3	 Un ejemplo de estas sugerencias puede verse en el informe realizado por la Mesa Técnica de Descentralización (2019).

4	 Este documento se enmarca en un trabajo más amplio, que incluyó el desarrollo de dos mesas de trabajo adicionales (una sobre pueblos indígenas y 
otra sobre medioambiente), cuyos resultados se publican en artículos diferentes de esta misma serie.
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1.	 Consideraciones iniciales para la discusión 

1.1.	 La Constitución

Antes de realizar un análisis más detallado del conte-
nido que, a juicio del grupo, debiera contemplarse en la 
discusión constitucional sobre el esquema de descentra-
lización territorial del Estado, es necesario revisar algu-
nos antecedentes sobre la Constitución. Existen diversas 
nociones para explicar qué es5, pero para efectos de este 
trabajo se puede definir como la “norma fundamental, 
escrita o no, de un Estado soberano, establecida o acep-
tada para regirlo” (Biblioteca del Congreso Nacional, 
2019, p. 8), y que “fija los principios rectores con arreglo 
a los cuales se debe formar la unidad política y se deben 
asumir las tareas del Estado” (Biblioteca del Congreso 
Nacional, 2018, p. 125). La Constitución, entonces, debe 
expresar los compromisos, principios y arreglos institu-
cionales fundamentales de la sociedad, entregando la 
estructura general del Estado y sus organismos, cuyos 
aspectos específicos quedan plasmados en la ley.

Para algunos, además de ser un acuerdo político, la Cons-
titución debiera reflejar un acuerdo social, es decir, el 
consenso entre los distintos actores, ciudadanos y grupos 
políticos, lo que supone contar con un sustrato cultural 
común de principios o valores (Viera-Gallo, 2020). Ade-
más de asumir este pluralismo, debe seguir un esquema 
de principios y valores, determinando los mecanismos 
mediante los cuales la democracia opera en los niveles 
legislativo, judicial y administrativo. Esto significa que la 
nueva Carta Fundamental debe ser el punto de partida de 
un proceso de creación e interpretación legislativa que se 
desarrollará bajo las normas que en ella se establezcan, y 
cuya permanencia dependerá de su capacidad de regular 
nuevos escenarios y de conservar su legitimidad de ori-
gen (Viera-Gallo, 2020). Este es un asunto muy relevante, 
pues la nueva Constitución debe ser concebida como par-
te de este proceso y no como un orden legal estático y fi-
nal. Además, debiera enfocarse en los desafíos del futuro.

Respecto de la organización del Estado, la Constitución 
debería recoger los principios esenciales que la estructu-
ren (Viera-Gallo, 2020), los cuales, más que normar los 
detalles de la relación entre los gobiernos subnacionales 
y el nivel central, deben establecer un marco general, de-
jando espacio y flexibilidad para que las leyes definan los 
mecanismos específicos a través de los que se concretará.

Lo anterior plantea un desafío especial a la configuración 
constitucional del proceso de descentralización del Esta-
do, que debe ser lo suficientemente general para permitir 
una implementación flexible a medida que evoluciona el 
contexto social y político del país, y a la vez, ser sufi-
cientemente clara para que los órganos estatales puedan 
cumplir sus tareas, evitando interpretaciones equívocas 
y las disputas de competencia, así como las posibilidades 
de su judicialización y las tergiversaciones de orden le-
gal. La Constitución, entonces, debe plantear un orden 
general capaz de establecer este equilibrio, y permitir el 
desarrollo del proceso de descentralización.

El régimen político que se adopte, así como la posible 
mantención del carácter unitario6 del Estado, está ínti-
mamente ligado a la descentralización. La Constitución 
debe establecer una organización estatal republicana y 
democrática, que tenga como pilar el régimen político y 
que contemple una serie de instituciones nacionales, re-
gionales y locales capaces de plasmar los principios que 
la inspiran. Esa arquitectura institucional debe ser clara 
en cuanto a la naturaleza de los distintos organismos 
que la forman, sus competencias y relaciones jerárqui-
cas y de complementación.

1.2.	Marco actual de descentralización

La Constitución actual contiene diversas regulaciones 
que se refieren a la descentralización de la administra-
ción, la mayoría de las cuales se encuentra en el capítulo 
XIV, de gobierno y administración interior del Estado. 
Los principales contenidos de este capítulo se presen-
tan en la Tabla 1 de forma resumida. Además de esto, 
existen diversas normas que regulan la organización 
subnacional del Estado, siendo las principales las leyes 
orgánicas constitucionales de gobierno y administración 
regional y de municipalidades. La Tabla 2 presenta una 
síntesis de sus contenidos.

Cabe destacar que el estado normativo actual de la des-
centralización en Chile es fruto de un proceso continuo 
de adecuación de las normas constitucionales y orgáni-
cas constitucionales desde inicios de la década de los no-
venta. En algunos casos, incluso, las modificaciones cons-
titucionales instalaron preceptos que se transformaron 
en leyes con mucha posterioridad. Luego, hay que tener 
en cuenta que la implementación del proceso de descen-
tralización será dinámica y progresiva.

5	 Para mayor detalle, ver: Díaz de Valdés: https://www.udd.cl/wp-content/uploads/2015/06/bases-de-la-institucionalidad-pdf.pdf. 

6	 En este documento se hace referencia al Estado unitario, usando este concepto de forma administrativa, en contraposición a un Estado federal. Este 
concepto no debe confundirse con la idea de Estado mononacional.



CONTRIBUCIONES A LA DISCUSIÓN CONSTITUCIONAL: DESCENTRALIZACIÓN

4

Tabla 1. Resumen de los contenidos sobre descentralización y gobierno interior presentes en la actual Constitución

Art. 3º
Dispone que el Estado es unitario y su administración es funcional y territorialmente descentralizada o desconcentrada. Esta-
blece que el Estado promoverá la regionalización y el desarrollo equitativo y solidario de las regiones, provincias y comunas.

Art. 111
Establece el gobierno regional, a cargo del desarrollo social, cultural y económico de la región, el que estará compuesto 
por un gobernador elegido por votación directa y un consejo regional.

Art. 112 Determina las funciones y composición del consejo regional.

Art. 114 Instaura el mecanismo de transferencia de competencias, regulado por ley.

Art. 115
Fija el principio de desarrollo territorial equitativo, con criterios de solidaridad inter e intrarregionales. Indica que la Ley de 
Presupuestos contará con fondos para inversión, para el funcionamiento de los gobiernos regionales y para inversiones 
sectoriales. Establece los convenios de programación, normados por ley.

Art. 116 Establece las funciones de la delegación presidencial regional.

Art. 117 Le entrega al delegado presidencial regional la capacidad de designar encargados para ejercer facultades específicas.

Art. 118
Cede la administración comunal al alcalde y el concejo. Establece la existencia de asociaciones de municipalidades y de 
unidades vecinales. Las funciones de la municipalidad, así como la transferencia de competencias a ellas, quedarán norma-
das por ley.

Art. 119 Define las funciones y elección de los concejales. La organización del concejo comunal quedará normada por ley.

Art. 121 Dispone que los municipios podrán crear o suprimir empleos y fijar remuneraciones dentro de los límites de la ley.

Art 122
Entrega autonomía financiera a las municipalidades. Podrán recibir recursos a través de la Ley de Presupuestos y existirá 
un mecanismo solidario de redistribución normado por ley.

Art. 123
Establece que la coordinación entre municipios para resolver problemas comunes estará normada por ley, al igual que la 
administración de áreas metropolitanas.

Art. 126
Aclara que las cuestiones de competencia estarán normadas por ley, al igual que las discrepancias que puedan darse entre 
el gobernador y el consejo regional, o entre el alcalde y el concejo municipal.

Fuente: elaboración propia.

Tabla 2. Resumen de los contenidos de las leyes orgánicas constitucionales de gobierno regional y de municipios

Ley N° 19.1757

• Define las funciones de los delegados presidenciales regional y provincial.

• Establece las funciones y atribuciones del gobierno regional.

• Indica las funciones y elección del gobernador y el consejo regional.

• Fija la estructura organizacional del gobierno regional.

• Determina las funciones del gobernador provincial.

• Instituye el mecanismo de transferencia de competencias al gobierno regional.

• Dispone la desconcentración del gobierno central en las regiones.

• Indica la composición del patrimonio y presupuesto regional.

• Establece las asociaciones entre regiones y las áreas metropolitanas.

7	 Ley Orgánica Constitucional de Gobierno y Administración Regional (1992), refundida por el DFL 1 del Ministerio del Interior, del año 2005.
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Ley N° 18.6958

• Determina las funciones y atribuciones de las municipalidades, así como los instrumentos para desarrollarlas.

• Define los planes de desarrollo comunales.

• Establece los convenios con otros órganos del Estado.

• Entrega capacidad normativa a las municipalidades.

• Indica la composición del financiamiento comunal, así como el régimen de bienes.

• Define la organización interna de las municipalidades y regula aspectos relativos al personal municipal.

• Instaura formas de fiscalización y control.

• Fija las funciones y elección de alcalde y concejales.

• Dispone un mandato para asegurar la participación ciudadana y regula los plebiscitos comunales.

• Establece los consejos comunales de seguridad pública y los planes comunales de seguridad pública.

• Regula las corporaciones, fundaciones y asociaciones municipales.

Fuente: elaboración propia.

8	 Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades (1988), refundida por el DFL 1 del Ministerio del Interior, del año 2006.

9	 Ley 21.073, que regula la elección de gobernadores regionales y realiza adecuaciones a diversos cuerpos legales, del año 2018.

10	 Ley 21.074, de fortalecimiento de la descentralización del país, del año 2018.

11	 Boletín 13.815-05, que fortalece la descentralización financiera de los gobiernos regionales, establece normas sobre responsabilidad fiscal y crea los 
fondos que indica. Enviado al Senado en septiembre del año 2020.

12	 Analizado en detalle en Centro de Políticas Públicas (2021).

13	 Boletín 13.823-06, para implementar adecuadamente el proceso de descentralización del país. Enviado al Senado en octubre del año 2020.

Junto a las leyes anteriormente señaladas, es importan-
te mencionar las que introdujeron cambios a la descen-
tralización regional -tanto en términos políticos9 como 
administrativos10-, discutidas en mayor profundidad en 
Irarrázaval y Rodríguez (2018). Asimismo, se debe te-
ner en cuenta el proyecto de ley de descentralización fi-
nanciera11, actualmente en tramitación parlamentaria12, 
junto a la propuesta de ley corta13 que realiza ajustes 
para facilitar la implementación de estas normas.

2.	 Discusión y propuestas
En esta sección se presentan las reflexiones originadas 
en el grupo de trabajo y se muestran alternativas para 
establecer el régimen de gobierno interior. Estas pro-
puestas buscan orientar la discusión, identificando los 
temas o ejes que deberán abordarse, partiendo por iden-
tificar distintos criterios para evaluar los cambios posi-
bles. A continuación se exponen modelos generales de 
descentralización con el propósito de ordenar el debate, 
y luego se discuten temas específicos que debieran ser 
incluidos en la Constitución.

Es relevante mencionar que la discusión plasmada en 
este documento se centra, en mayor medida, en la des-
centralización regional, dejando menor espacio al de-
bate sobre el fortalecimiento municipal. Esto se debe 

a que, como se explicó anteriormente, la estructura ad-
ministrativa regional ha sido recientemente modificada 
por leyes que tendrán efectos aún no previstos y que 
han enfocado la discusión en este nivel, incluso llevando 
a la tramitación de nuevos proyectos legislativos para 
enmendar su implementación. Por lo mismo, es proba-
ble que la Convención Constituyente dedique mayores 
esfuerzos a definir la institucionalidad de los gobiernos 
regionales. Pese a lo anterior, no se puede dejar de lado 
el rol clave de los municipios en el proceso de descen-
tralización, por lo que la Constitución debe favorecer su 
configuración como verdaderos gobiernos locales. Más 
aún, al analizar la mejor distribución de competencias y 
su contrapartida en recursos, se debe considerar tanto a 
los niveles central y regional como al municipal. 

2.1	 Objetivos del proceso de descentralización

Las propuestas de una nueva estructura de régimen de 
gobierno interior en el debate sobre la nueva Constitu-
ción deben ser sopesadas en relación con los objetivos 
que se pretenda conseguir. Las alternativas, entonces, 
deben evaluarse de acuerdo con los resultados que 
ellas permitan obtener, para así decidir la conveniencia 
de implementarlas.

En este apartado se discuten algunos objetivos que pue-
den ser promovidos a través del proceso de descentrali-
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zación, los que son de carácter político (es decir, referi-
dos a la distribución del poder y la capacidad que tiene 
la ciudadanía de participar en la toma de decisiones y de 
supervisar la gestión de las autoridades); administrativo 
(en relación con la autonomía de los gobiernos subnacio-
nales para cumplir con sus funciones); y económicos y 
sociales, es decir, que tienen que ver con el desarrollo en 
estas dimensiones.

En el caso de los objetivos políticos, se puede consi-
derar si las medidas orientadas a la descentralización 
consiguen mejores niveles de participación, representa-
ción e involucramiento de la ciudadanía en la toma de 
decisiones. Si lo anterior ocurre podría mejorar la cali-
dad de la democracia. Es posible observar, además, si 
los cambios promueven la mejora de la gestión pública 
por parte de autoridades y funcionarios a través de un 
incremento en la transparencia, la rendición de cuentas 
y la probidad, con lo que habría un mayor nivel de con-
fianza en las instituciones.

Entre las consecuencias administrativas de la des-
centralización puede considerarse la alineación de las 
políticas impulsadas por las autoridades con las necesi-
dades y prioridades de la ciudadanía y el territorio, así 
como cuán oportunos son los bienes y servicios ofreci-
dos como respuesta a los problemas públicos. Asimismo, 
se puede evaluar si los cambios aumentan el nivel de 
eficiencia económica -referida a la asignación de recur-
sos y a la internalización de costos y beneficios- en la 
provisión de bienes y servicios públicos, así como si las 
medidas implementadas generan una mayor innovación 
en la administración del Estado; y si ayudan a una me-
jor coordinación y articulación de las diferentes políticas 
públicas, tanto vertical como horizontalmente, evitando 
la duplicación de funciones.

Respecto de los objetivos sociales y económicos que 
se pueden buscar, se debe considerar si el proceso de 
descentralización genera un desarrollo territorialmente 
más equitativo -principio presente en la actual Consti-
tución14-, ayudando a cerrar brechas existentes entre 
distintos territorios. También hay que analizar si la des-
igualdad entre los distintos grupos de la población dis-
minuye, evitando que algunos se queden rezagados. Por 
otra parte, es importante tener en cuenta si las medidas 

que se propongan consiguen impulsar las actividades 
económicas locales, y si el desarrollo se consigue de for-
ma ambientalmente sostenible. Las medidas orientadas 
a la descentralización, finalmente, deben contrastarse 
con su contribución a la estabilidad macroeconómica 
del país y el compromiso con la responsabilidad fiscal.

Al considerar estos distintos objetivos es necesario tener 
en cuenta que los modelos de descentralización no ofre-
cen recetas perfectas. Por lo mismo, más que proponer 
una hoja de ruta explícita, los criterios anteriores buscan 
ofrecer luces sobre qué observar y evaluar al momento 
de debatir sobre la organización territorial del Estado. 
Se favorece, entonces, un análisis más cuidadoso de las 
posibles disyuntivas que se presentarán, y que obligarán 
a priorizar unos objetivos por sobre otros.

Pese a la necesidad de tomar estas decisiones, los auto-
res y autoras están de acuerdo en que, dado el contexto 
político actual y el descontento social que desencadenó 
el proceso constituyente, la participación ciudadana en 
la toma de decisiones posiblemente será un principio 
rector de la nueva Carta Fundamental. Por lo mismo, es 
necesario mencionar que, aunque este documento no lo 
trata como un tema por sí mismo, el involucramiento de 
la ciudadanía en los procesos políticos y administrativos 
-en los distintos niveles de gobierno- sí aparece como un 
elemento transversal a los distintos tópicos abordados15.

2.2	 Visiones para orientar la discusión

La Constitución deberá contener los principios y valores 
que ordenen la forma de administración interior del Es-
tado, esbozando los lineamientos que llevarán a su im-
plementación a través del diseño claro de instituciones 
con competencias definidas, que deben relacionarse en-
tre sí. En este sentido, el avance hacia una organización 
más descentralizada puede llevarse a cabo bajo distintos 
modelos que corresponden a visiones sobre la estructu-
ra estatal. Así, la búsqueda de mayor autonomía de los 
niveles subnacionales de gobierno puede seguir diversos 
caminos, que se definen según el régimen político y el 
carácter del Estado.

El modelo que se adopte debe ser simple y coherente 
con los objetivos perseguidos. Por una parte, el nuevo 
texto constitucional podría buscar mantener el actual 

14	 Del mismo modo, la Constitución francesa presenta un mandato a contar con mecanismos de nivelación para disminuir las desigualdades territoriales 
(artículo 72-2), mientras la portuguesa ordena que el sistema de financiamiento busque corregir las desigualdades entre distintas administraciones del 
mismo nivel (artículo 238).

15	 Respecto de la regulación de la participación ciudadana, es relevante observar el caso francés, cuya Constitución entrega el derecho de petición a la 
ciudadanía, mediante el cual se puede solicitar la discusión de un tema en una asamblea subnacional, así como el derecho a someter las decisiones de 
competencia de la unidad territorial a un referéndum. La implementación de estas medidas está regulada por ley (artículo 72-1).
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16	 Si bien no todos estos aspectos son de carácter constitucional, la nueva Carta Fundamental puede establecer principios que promuevan la existencia 
de leyes que avancen en estas direcciones.

17	 Cabe mencionar que en el caso francés la autoridad delegada por el gobierno central corresponde a un funcionario del Estado y no es designada por 
criterios partidarios.

régimen de gobierno interior, corrigiendo algunos as-
pectos que han demostrado ser problemáticos, para así 
avanzar en el proceso de descentralización. En esta lí-
nea, la declaración del actual artículo 3º, respecto del 
carácter unitario del Estado y su administración descen-
tralizada, debería mantenerse.

Ciertos aspectos que deberían mejorarse siguiendo este 
esquema, debido a que actualmente no están bien defini-
dos, tienen que ver con los conflictos de competencia que 
puedan surgir entre el gobernador regional y el delegado 
presidencial regional, así como con las formas de finan-
ciamiento y decisiones de gasto regional principalmente.

Algunas modificaciones16 a considerar son las siguientes:

•	 Introducir cambios en el modo de crear regiones y 
comunas, buscando que este mecanismo se base en 
criterios objetivos y no circunstanciales.

•	 Entregar mayores atribuciones a los gobiernos re-
gionales de forma permanente.

•	 Mantener la capacidad normativa de los consejos 
regionales en materias propias de sus competen-
cias, mientras sus decisiones no contradigan las le-
yes nacionales.

•	 Garantizar las transferencias automáticas -es decir, 
no regidas por criterios arbitrarios, sino por fórmu-
las o indicadores objetivos- de recursos desde el go-
bierno central.

•	 Exigir responsabilidad fiscal a los gobiernos regionales.

•	 Establecer compensaciones por el agenciamiento 
local de políticas nacionales.

•	 Reconocer a los municipios como sede del gobier-
no local. 

•	 Fijar un deber de coordinación entre los gobiernos 
central, regional y municipal para el cumplimiento de 
sus funciones, junto a mecanismos que lo aseguren.

Un ejemplo de este tipo de organización del Estado es el 
francés, cuya Constitución, si bien es minimalista respecto 
de la descentralización, entrega funciones a cada unidad 
territorial de acuerdo con su nivel, y mantiene funciones 
centralizadas que se ejecutan en un sistema similar al que 

próximamente entrará en vigencia en Chile, con la coha-
bitación de una autoridad subnacional electa y una con 
poder delegado17. Asimismo, las competencias centrales 
pueden transferirse a los gobiernos subnacionales.

Otra visión que podría orientar la descentralización tie-
ne que ver con el Estado unitario descentralizado sin 
limitarlo a lo administrativo, como lo plantea Nogueira 
(1985). Este proceso ocurre cuando se crean figuras ju-
rídicas de derecho público distintas del Estado central, 
con competencias propias y autonomía financiera, y se 
cambia la relación de jerarquía por una de control de 
tutela. Este último aspecto permite que el Estado man-
tenga su carácter unitario sin pasar a ser federal, pero 
con un grado mayor de distribución territorial del poder. 
Para que esto ocurra es necesario que la Constitución 
establezca la existencia y autonomía de los gobiernos 
regionales, así como el derecho de las personas a go-
bernarse a nivel regional y local, y a participar en los 
distintos niveles de gobierno. Se acentúa de este modo la 
descentralización política, que debe ir acompañada por 
una progresiva descentralización administrativa y fiscal, 
dentro de un marco de eficiencia, equidad y estabilidad.

Los lineamientos anteriores, en conjunto, deberían per-
mitir avanzar hacia una mayor autonomía regional. En 
este marco, el poder político es devuelto a los niveles 
regional y local -manteniendo la tutela nacional-, y se 
favorece el establecimiento de relaciones horizontales 
entre unidades de gobierno (Nogueira, 1998).

Un modelo de texto constitucional que sigue esta línea 
es el peruano, que entrega autonomía política, adminis-
trativa y económica a las regiones, a la vez que enco-
mienda tareas de apoyo a los gobiernos locales. De esta 
forma, el gobierno central mantiene su tutela sobre las 
unidades subnacionales a través de funciones de fiscali-
zación y rendición de cuentas.

Las dos visiones presentadas no agotan las alternativas 
posibles respecto del proceso de descentralización. Aun-
que los autores y autoras de este documento no busca-
ron necesariamente llegar a consenso respecto de cuál 
sería mejor para el Chile actual, los argumentos presen-
tados buscan plantear algunos puntos a considerar al 
momento de evaluar dichas opciones.
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2.3	 Rol y funciones de las autoridades regionales

A partir de la elección directa de los gobernadores re-
gionales entrará en funcionamiento una nueva estructu-
ra de gobierno regional, cuyas características obligan a 
plasmar en la Constitución ciertos principios y disposi-
ciones que permitan entregar claridad administrativa y 
evitar conflictos políticos.

En este sentido, el esquema que prontamente entrará 
en régimen tiene la dificultad de establecer la cohabita-
ción de dos figuras ejecutivas: el gobernador regional, 
democráticamente electo, y el delegado presidencial re-
gional, designado desde el gobierno central. Esto pre-
senta riesgos políticos y de gestión que se pueden ver 
agravados por la posibilidad de que ambas autoridades 
pertenezcan a sectores políticos distintos, dando origen 
a tensiones debido a prioridades divergentes de política 
pública. Además, ambos tendrán modos diferenciados 
de comunicación con el nivel central: el gobernador re-
gional, por una parte, dependiendo de su afinidad polí-
tica con el gobierno central, probablemente no contará 
con canales directos de contacto, pero podrá hacer uso 
de la movilización de los votantes que lo eligieron; el 
delegado presidencial, por otro lado, contará con acceso 
directo al gobierno central.

Respecto de la gestión del gobierno regional, el nuevo 
orden no ofrece claridad sobre las funciones que recaen 
en cada una de estas autoridades, con un mecanismo 
de transferencia de competencias lento y fuertemente 
sujeto a la voluntad presidencial. La relación con otras 
figuras regionales, como los Seremi y los directores de 
servicios, tampoco está bien establecida y puede gene-
rar conflictos de competencia18. En este sentido, podría 

ser conveniente que la Constitución establezca la posi-
bilidad de transferir la potestad de designación de los 
Seremi a los gobernadores regionales, como una manera 
de evitar conflictos entre los dos ejecutivos en el nivel re-
gional. Esta alternativa podría ser plausible en la medida 
en que se avance considerablemente -y de forma satis-
factoria- en la transferencia de competencias desde los 
servicios públicos nacionales a los gobiernos regionales. 
Este escenario, sin embargo, podría generar mayores 
tensiones políticas, pues los funcionarios de la Seremi 
responderían jerárquicamente al gobernador regional, 
pero su programa de trabajo estaría definido por el go-
bierno central.

En este contexto, la Constitución debería ser clara en es-
tablecer el rol del gobernador regional como figura ejecu-
tiva, entregándole la función de administrar las funciones 
públicas locales, es decir, aquellas cuya ejecución puede 
realizarse de forma más eficiente en el nivel regional o 
comunal, además de la descentralización de los servicios 
que administran aspectos de carácter regional. Esta for-
ma de provisión de bienes y servicios responde al princi-
pio de subsidiariedad territorial, que consiste en radicar 
cada tarea pública en el nivel en que esta se ejerce igual 
o mejor, privilegiando el nivel local sobre el regional, y 
este sobre el nacional, tal como lo definió la Comisión 
Asesora Presidencial en Descentralización (2014). Como 
contrapartida, el delegado presidencial regional -junto 
a los Seremi- debería mantener la atribución de admi-
nistrar las funciones públicas nacionales en la región, es 
decir, aquellas que, por razones políticas o económicas, 
se realizan homogéneamente en todo el territorio. Asi-
mismo, las superintendencias y agencias fiscalizadoras y 
de apoyo deberían mantener su carácter nacional.

18	 Para un análisis más detallado de esta discusión, ver: Irarrázaval y Rodríguez (2018).

Tabla 3. Ejemplos de funciones públicas nacionales y locales

Funciones públicas nacionales Funciones públicas locales

Control fronterizo Planificación regional

Defensa nacional Vivienda y planificación urbana

Control de plagas y fitosanitario Salud primaria

Obras viales y transportes interregionales Obras viales y transportes intrarregionales

Estabilización macroeconómica Fomento del turismo y emprendimiento

Supervisión del sistema financiero Seguridad pública

Fuente: elaboración propia. 
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Dado que la discusión sobre qué bienes y servicios son 
de carácter local o nacional no está zanjada (en la Tabla 
3 se dan algunos ejemplos, pero hay muchos bienes y 
servicios públicos que pueden ser más difíciles de ca-
talogar), este principio general debería plasmarse en la 
Constitución, delegando a la ley la tarea de definir las 
funciones específicas que recaerán en el gobierno regio-
nal y las que quedarán en la competencia de la dele-
gación presidencial. Esta propuesta está en línea con lo 
que decreta el artículo 288 de la Constitución colombia-
na, que remite la distribución de competencias a la ley, 
mientras se mantengan los principios de subsidiariedad, 
coordinación y concurrencia, así como el artículo 6.1 de 
la portuguesa, que fija el mismo principio de subsidiarie-
dad. También es similar a lo establecido en el artículo 72 
de la Constitución francesa, que entrega a las unidades 
territoriales las decisiones que puedan ser ejercidas de 
mejor manera en su nivel, mientras mantiene los inte-
reses nacionales y las tareas de supervisión en el nivel 
central, a través de su delegado.

Respecto del Consejo Regional (CORE), órgano colegia-
do de este nivel, es importante definir si se mantendrán 
sus actuales funciones de carácter normativo, resolutivo 
y fiscalizador, así como el modo en que se dará su rela-
ción con el gobernador regional. Por una parte, hay que 
considerar que, si se avanza con el proceso de descen-
tralización del país, el aumento de las atribuciones del 
gobierno regional hará necesario delimitar el alcance 
de la potestad reglamentaria del CORE, precisando sus 
competencias en cuanto cuerpo legislativo regional. Esta 
discusión deberá considerar, además, el poder normativo 
que tienen los municipios para emitir ordenanzas, para 
así evitar el traslape de competencias o las posibles ten-
siones que puedan surgir por el alcance normativo de 
ambos niveles de gobierno. Asimismo, la Constitución 
deberá definir cuáles atribuciones recaerán, más allá de 
lo legislativo, en este organismo, dejando que los detalles 
sean especificados por la ley, algo especialmente relevan-
te en las funciones referidas a la fiscalización.

En cuanto a la relación del gobernador regional con el 
CORE, se debería evaluar la pertinencia de que este úl-
timo sea encabezado por el gobernador, lo que puede 
generar conflictos de interés que entorpezcan el cum-
plimiento de sus labores resolutivas y fiscalizadoras. En 
este sentido, se recomienda que se fortalezcan las fun-
ciones ejecutivas del gobernador regional, a la vez que 
se potencien las capacidades de monitoreo y fomento a 

la participación ciudadana del CORE. Con esto se entre-
garán tareas específicas a ambos, evitando competencias 
superpuestas y facilitando una mejor gestión.

Siguiendo con lo anterior, de quitársele la tarea de pre-
sidir el CORE al gobernador regional, se deberá definir 
quién cumplirá está función. Dado el carácter colegiado 
de este organismo, podría ser presidido por uno de sus 
miembros, electo por ellos mismos.

Finalmente, es importante que la nueva Constitución es-
tablezca la capacidad de los gobiernos regionales de aso-
ciarse, para así ofrecer respuestas coordinadas a los pro-
blemas públicos que puedan afectar a varios territorios.

2.4	 Financiamiento regional

La discusión con respecto a la profundización de la au-
tonomía regional en el ámbito financiero ha sido larga-
mente ignorada. Este aspecto, cuya reforma -a través del 
proyecto de ley actualmente en discusión en el Congreso- 
no puede dejarse de lado en el trabajo de la Convención 
Constitucional, en cuanto se presenta una oportunidad 
para definir con claridad los criterios generales sobre la 
transferencia efectiva de poder a los gobiernos regionales 
mediante los recursos que permitan su ejecución.

En este sentido, para fortalecer el funcionamiento de los 
gobiernos regionales es necesario plasmar en la Consti-
tución ciertas directrices referidas a la descentralización 
fiscal y específicamente, a la existencia de financiamiento 
no condicionado y efectivo de las regiones. Actualmente 
la Carta Fundamental establece la existencia de fondos 
de inversión -a través del Fondo Nacional de Desarrollo 
Regional, de inversiones sectoriales y de convenios de 
programación-, pero esto no asegura la disponibilidad de 
recursos, al depender de la voluntad del gobierno cen-
tral, que tiene atribución exclusiva en materia de gas-
to. Luego, la nueva Carta Magna debe establecer que el 
financiamiento a las regiones dependa de mecanismos 
objetivos, cuyos detalles, criterios de cálculo y etapas del 
proceso presupuestario regional pueden explicitarse en 
alguna norma legal19. Con esto se garantizaría la entre-
ga de recursos a los gobiernos regionales para que estos 
puedan operar y realizar las competencias que les hayan 
sido otorgadas, además de efectuar proyectos de desarro-
llo económico, social y cultural. 

Esta certeza en el acceso a recursos se basa en criterios 
objetivos y es especialmente importante en el contexto 
actual, en el cual la elección de los gobernadores regio-

19	 Ver: Centro de Políticas Públicas UC (2021), donde se comenta el proyecto de ley de descentralización financiera.
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nales puede introducir tensiones políticas con el nivel 
central de gobierno, así como fomentar la distribución 
territorial táctica de los recursos públicos con fines elec-
torales (Arulampalam et al., 2009). A la vez, el meca-
nismo de transferencia de competencias, recientemente 
incorporado, obliga también a asegurar a los gobiernos 
regionales los recursos necesarios para poder cumplir 
con las funciones que se les encomienden. Este principio 
de agenciamiento local de políticas nacionales, que es 
acorde a lo planteado por el artículo 72-2 de la Constitu-
ción francesa, exige el fortalecimiento del financiamien-
to regional, en el sentido que “los recursos deben seguir 
a las competencias” (Correa y Rodríguez, 2020).

Avanzar en la descentralización fiscal requiere balan-
cear el aseguramiento de la responsabilidad y estabili-
dad macroeconómica con la autonomía financiera de los 
gobiernos regionales, para lo que será necesario esta-
blecer mandatos orientados a la entrega de recursos de 
libre disposición, junto con la instalación de mecanismos 
de monitoreo, transparencia y rendición de cuentas. En-
tendiendo que la estabilidad de la economía es un bien 
público nacional, es adecuado que el gobierno central 
se haga cargo de ella y cuente con las herramientas ne-
cesarias para asegurar que las regiones se alineen con 
este objetivo.

Además de entregar garantías de financiamiento a los 
gobiernos regionales, la nueva Constitución es un espa-
cio en el que se pueden incorporar principios que apun-
ten a la participación de distintos niveles de gobierno 
en la decisión respecto de la entrega y distribución de 
recursos. Luego, es importante que la discusión conside-
re el establecimiento de espacios institucionales de ne-
gociación y acuerdo sobre las decisiones de inversión y 
gasto de los gobiernos subnacionales. Esto tiene impacto 
tanto en la relación que se establece entre el gobierno 
subnacional y el central (por ejemplo, en la discusión de 
la ley de presupuestos, o en el establecimiento de conve-
nios de programación), como dentro de la misma región 
(en el rol del CORE en la distribución de los fondos, o en 
la relación del gobernador con el delegado y los Seremis, 
entre otros).

Por otra parte, las iniciativas para el fomento de la par-
ticipación deberían considerar el involucramiento de la 
ciudadanía en las decisiones de gasto, ya sea en la ela-
boración de los presupuestos regionales -a través de la 

asignación de recursos en ciertos ítems de gasto, para 
resguardar el principio de sostenibilidad fiscal-, como en 
los mecanismos de fiscalización y rendición de cuentas, 
a través del Consejo Regional u otras instancias.

Otro aspecto a discutir tiene que ver con la capacidad 
de recaudación de los gobiernos subnacionales, lo que 
se refiere a su facultad de establecer impuestos o pa-
tentes específicas -como en el caso portugués (artícu-
lo 238)-, lo que puede ser especialmente relevante en 
aquellas industrias que generan externalidades locales 
negativas. Permitir este tipo de tributos locales podría 
llevar a un aumento de la desigualdad territorial, así 
como a generar una competencia entre las regiones por 
ofrecer menores tasas (Aninat et al., 2020b). Ante esto, 
la Constitución podría permitir o promover la existencia 
de impuestos nacionales de beneficio regional, los que se 
podrían enfocar también en paliar los daños producidos 
por industrias perjudiciales para el bienestar de la re-
gión (Aninat et al., 2020b). De este modo, la tasa imposi-
tiva sería homogénea a lo largo del país y se evitarían los 
problemas que ocurren con los impuestos regionales20. 

Respecto de la generación de recursos, finalmente, en 
el grupo de trabajo hay dos miradas sobre si se debe 
permitir el endeudamiento de los gobiernos regionales 
en la Constitución. Por una parte, se considera que esto 
podría poner en riesgo la estabilidad financiera del país, 
así como prestarse para manipulación política con fines 
electorales, por lo que no sería conveniente o en caso de 
hacerse, debiera ser estrictamente regulado (como en el 
caso de Alemania, donde los gobiernos estatales deben 
mantener un balance estructural sin déficit). Por otra 
parte, se reconoce que podría ser beneficioso contar con 
algún nivel de endeudamiento (como lo permite la Carta 
Fundamental colombiana en su artículo 295), estable-
ciendo márgenes y causales específicas.

2.5	 Municipios

Además de hacer referencia al traspaso de funciones y 
competencias a los gobiernos regionales, el proceso de 
descentralización debe considerar el rol fundamental de 
los municipios en el gobierno interior. Si bien la Constitu-
ción actual reconoce un rol a estas unidades, sus tareas 
están establecidas como de administración comunal, es 
decir, como ejecutor de políticas y programas decididos 
a nivel central, por lo que no existe un mandato que 
contemple un verdadero gobierno local. Para avanzar en 

20	 Este instrumento sería equivalente al impuesto a los bienes raíces -o contribuciones-, que es recaudado por el gobierno central y distribuido a los 
municipios.
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esta línea, se propone que se generen cambios adminis-
trativos, políticos y económicos. Siguiendo el principio 
de subsidiariedad territorial, debiese entregarse a los 
municipios la responsabilidad de proveer los bienes y 
servicios que respondan a necesidades propias de su es-
cala, haciéndose cargo de la provisión de los bienes pú-
blicos locales. Al igual que el caso de las regiones, esto 
requerirá un debate que defina cuáles funciones son de 
carácter municipal, lo que podría indicarse en la ley, 
así como establecer un deber de coordinación entre los 
distintos niveles de gobierno. La Constitución, además, 
debe fomentar la asociatividad municipal para el cum-
plimiento de funciones y la resolución de problemas.

Por otra parte, se debe promover la participación ciu-
dadana en el nivel local, convirtiéndola en un proceso 
vinculante y no solo de carácter consultivo, según la na-
turaleza de la materia que se trate. Esto debería quedar 
plasmado en el texto de la nueva Constitución, dejando 
espacio para definir los mecanismos particulares en la 
ley respectiva.

Respecto del financiamiento y buscando contar con 
gobiernos locales más autónomos y que efectivamente 
puedan satisfacer las necesidades de la comunidad local 
y asegurar su participación, es necesario plantear su es-
tructura general, esbozando los instrumentos existentes 
y sus finalidades, así como los límites y responsabilida-
des a los que estará sujeta la administración municipal. 

El propósito de esto es entregar mayor certeza sobre 
los recursos disponibles en un marco no condicionado, 
tal como lo plantea el artículo 196 de la Constitución 
peruana. Asimismo, se debe mantener el criterio de so-
lidaridad, actualmente plasmado en el artículo 122, que 
crea el Fondo Común Municipal. 

Junto a lo anterior, es esencial introducir la posibilidad 
de transferir competencias directamente a los munici-
pios. Si bien la ley establece la transferencia de com-
petencias a los gobiernos regionales, podría ser perfec-
tamente posible que el ejercicio de estas competencias 
sea más adecuado en el nivel local, pues responde a la 
provisión de bienes y servicios en esa escala. Tanto las 
competencias traspasadas como cualquier otra función 
que la ley determine como responsabilidad municipal 
deben ir acompañadas de los recursos para ejecutarlas, 
de acuerdo con el principio de agenciamiento local de 
las políticas nacionales, y siguiendo el modelo del artí-
culo 72-2 de la Constitución francesa.

Finalmente, cabe mencionar que, más allá del plantea-
miento de principios generales, es necesario contar con 
mandatos que garanticen su cumplimiento. La evidencia 
actual muestra que, pese a que la Constitución ordena a 
los municipios organizar la participación de la comuni-
dad y a que esto se encuentra especificado en la ley res-
pectiva, el mandato no se cumple en la práctica (Ruz et 
al., 2014), lo que subraya la importancia de que las nor-
mas establecidas sean implementadas de forma efectiva.

2.6	 Asuntos de competencia

Dado que la Constitución debe ser lo suficientemente 
general para permitir su vigencia y funcionamiento a lo 
largo del tiempo, es de esperar que su interpretación e 
implementación conduzca a ciertos conflictos de com-
petencia, en los cuales no quede claro a quién le corres-
ponde ejercer una determinada función. Frente a estas 
situaciones, es necesario entregar a algún organismo la 
facultad de interpretar la norma para así determinar 
quién es el responsable de ejercer esa tarea. 

Una alternativa es que la Contraloría sea el organismo 
encargado de resolver estos conflictos, opción que se 
inscribe en una tradición en la cual esta institución se ha 
hecho cargo de los problemas de competencia, y segui-
ría con la línea planteada por el proyecto de ley -actual-
mente en discusión- para la implementación adecuada 
del proceso de descentralización en el país.

La segunda opción es entregar esta función al Tribunal 
Constitucional -o al organismo al que la nueva Consti-
tución entregue la función de control de constituciona-
lidad-, que actualmente tiene el mandato de dirimir las 
cuestiones de competencia que puedan darse entre las 
autoridades políticas o administrativas y las del Poder 
Judicial, salvo las que sigue resolviendo el Senado. Sin 
embargo, esta alternativa puede presentar la inconve-
niencia de facilitar que la resolución de conflictos de 
competencia se judicialice y aquello dilate su resolución.

Conclusiones
El proceso de descentralización del país ha dejado mu-
chos aspectos inciertos y pendientes, lo que obliga a 
considerar la elaboración de la nueva Constitución como 
una oportunidad para sentar las bases normativas e ins-
titucionales que permitan avanzar hacia un régimen de 
gobierno interior que favorezca una mayor autonomía 
de los gobiernos subnacionales y locales.
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Las propuestas aquí planteadas asumen que la Constitu-
ción contiene los principios esenciales de la organización 
del Estado, a modo de marco general, dejando espacio 
para que los detalles se especifiquen en otras normas 
legales, y así se mantenga suficiente flexibilidad y adap-
tabilidad. Por lo mismo, los cambios que se incorporen 
deben reflejar mandatos claros y que permitan su imple-
mentación y fiscalización.

La discusión constitucional sobre el modelo de descen-
tralización exigirá priorizar ciertos objetivos, los que 
pueden ser políticos (participación, representación e 
involucramiento de la ciudadanía; calidad de la demo-
cracia; transparencia, rendición de cuentas y probidad; 
y confianza en las instituciones), administrativos (ali-
neación de las políticas con las demandas ciudadanas; 
oportunidad de los bienes y servicios; eficiencia en la 
provisión de estos; innovación pública; y coordinación 
entre organismos del Estado), o sociales y económicos 
(desarrollo territorialmente equitativo; reducción de la 
desigualdad; impulso a la economía local; sostenibilidad 
ambiental del desarrollo; y estabilidad macroeconómica 
y responsabilidad fiscal). Será tarea de la Convención 
definir qué se pretende alcanzar con la reforma al es-
quema de gobierno interior, para así poder contrastar 
esto con sus resultados.

La definición del modelo de descentralización puede se-
guir distintos caminos, apuntando a una reforma y me-
jora de lo actualmente existente, o bien planteando un 
Estado unitario descentralizado que entregue una ma-
yor autonomía a los gobiernos regionales y municipales. 
En cualquiera de los dos casos, será necesario discutir 
algunos aspectos críticos que requieren definirse con 
mayor claridad.

El primero de estos tiene que ver con las funciones de las 
autoridades regionales. Asumiendo que se mantendrá la 
coexistencia del gobernador regional y el delegado presi-
dencial regional, sería adecuado entregar al primero las 
tareas públicas de carácter regional, mientras el segun-
do debería administrar las funciones nacionales que se 

ejecuten en la región, siguiendo el principio de subsidia-
riedad territorial. Las definiciones específicas sobre esto 
deberían estar contenidas en la ley. El Consejo Regional, 
por otra parte, debe definirse con claridad, acotando sus 
funciones respecto de lo legislativo y la fiscalización.

Por otra parte, es urgente avanzar hacia una mayor au-
tonomía financiera de los gobiernos subnacionales que 
permita el cumplimiento de sus funciones. Esto exige 
explicitar el esquema de entrega de recursos, para así 
ofrecer garantías a los gobiernos regionales, en un con-
texto de responsabilidad fiscal. Se deben considerar, 
además, el involucramiento ciudadano en las decisiones 
de gasto y el establecimiento de impuestos nacionales 
de beneficio regional. Junto a esto, será necesario discu-
tir sobre la conveniencia de permitir el endeudamiento 
de los gobiernos regionales.

Respecto de los municipios, se debe establecer que es-
tos son el gobierno comunal, de acuerdo al principio de 
subsidiariedad territorial. Las tareas que se entreguen 
a los municipios deben ser acompañadas del financia-
miento necesario para su ejecución, y otros instrumen-
tos e ingresos municipales deben quedar esbozados. La 
participación en este nivel es fundamental, por lo que 
la Constitución debe fijar este principio, entregando a la 
ley la tarea de regular los mecanismos respectivos.

Para aquellos casos en que existan discrepancias en la 
interpretación sobre la competencia de algún nivel de 
gobierno, será necesario designar a un organismo que 
dirima. Esto podría realizarlo la Contraloría, el Tribunal 
Constitucional -o, eventualmente, quien ejerza la fun-
ción de control de constitucionalidad-, o bien una com-
binación de ambos.

Mediante una discusión cuidadosa, que considere los 
principios y lineamientos aquí planteados, la Conven-
ción Constituyente podrá sentar las bases para una nue-
va etapa en el proceso de descentralización, que permita 
el avance progresivo hacia una mayor autonomía políti-
ca, administrativa y financiera de los gobiernos regiona-
les y municipales.
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